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Tutela – Entrega motocicleta – Hecho superado
Radicación Nro. :
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Fiscalía Veintisiete Seccional de la Virginia, Risaralda y otros
Magistrado Sustanciador: 
 MANUEL YARGAZARAY BANDERA
Temas:


ENTREGA MOTOCICLETA / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO / HECHO SUPERADO – De acuerdo a lo obrante en el expediente, se tiene que el principal interés del señor JRRC al acudir a este mecanismo constitucional era que se ordenara al Despacho Fiscal competente resolver la solicitud de entrega de la motocicleta de propiedad suya que fue inmovilizada en el mes de diciembre del año anterior, al haber resultado involucrada en un accidente de tránsito, razón por la cual se encontraba a disposición del ente investigador para resolver lo pertinente, y frente a la cual se radicó la respectiva petición, sin que al momento de interposición de esta acción hubiera tenido respuesta positiva. 

Al respecto, se logró establecer durante el trámite de estas diligencias que la Fiscalía 27 Seccional de la Virginia resolvió de fondo su solicitud, y mediante audiencia llevada a cabo el día 17 de enero de 2018, ante un Juez de Control de Garantías, solicitó la entrega provisional del rodante / motocicleta, información que no sólo se desprende de lo dicho por el ente acusador, sino por quien representa judicialmente los intereses del señor JRRC.  
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, dos (02) de febrero de dos mil dieciocho (2018)  
Hora: 3:45 p.m. 
Aprobado por Acta No. 104 
	Radicación:
	66001-22-04-000-2018-00012-00

	Accionante:   
	José Reinelio Rodríguez Ceballos 

	Accionado:
	Fiscalía Veintisiete Seccional de la Virginia, Risaralda y otros 

	Decisión: 
	Declara carencia actual de objeto por hecho superado 


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JOSÉ REINELIO RODRÍGUEZ CEBALLOS en contra de la FISCALÍA VEINTISIETE SECCIONAL DE LA VIRGINIA, RISARALDA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de petición, acceso a la administración de justicia, debido proceso y mínimo vital.
ANTECEDENTES:
Manifestó el libelista que el día 6 de diciembre de 2017 su hijo Luis Miguel Rodríguez Becerra sufrió un accidente de tránsito en el que perdió la vida. Como consecuencia del suceso, la autoridad de tránsito ordenó la inmovilización de los vehículos involucrados en el mismo, entre los que se encuentra la moto que conducía el joven Rodríguez Becerra, rodante del cual el accionante es propietario. 
Más adelante se le designó por parte de la Compañía de Seguros SURAMERICANA un abogado para que lo asesorara respecto de los trámites posteriores a adelantar para la reclamación de la motocicleta inmovilizada, dado que la misma se encontraba amparada con una póliza de dicha entidad. 
Una vez reunida toda la información pertinente, su abogado se acercó el 20 de diciembre de 2017 a la Fiscalía con el fin de radicar la respectiva solicitud de entrega del vehículo, pero de entrada fue despachado por un vigilante del edificio, quien le dijo que debía volver al día siguiente, dado que no había nadie en las oficinas. 

El 21 de diciembre de 2017 se dirigió nuevamente su representante judicial a la Fiscalía, quien tras una discusión sostenida con el vigilante pudo ingresar a las instalaciones, encontrándose con que la oficina del Despacho accionado se encontraba cerrada, respecto de lo cual le informó la asistente de una Fiscalía local que se encontraba allí que los Fiscales de la Virginia se encontraban en vacaciones, y por lo tanto no había nadie que pudiera recibir la solicitud de entrega del vehículo. 
El 22 de diciembre de 2017 el letrado acudió a la URI en Pereira para radicar la solicitud de entrega de vehículo, pero no se lo permitieron, bajo el argumento de que el caso correspondía era al municipio de la Virginia, Risaralda. 

Inconforme con la situación, el abogado se acercó a la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira, lugar en el que fue atendido por una persona de la Subdirección Regional de Apoyo, quien le dijo que podía radicar la solicitud en la “ventanilla única”, como en efecto ocurrió ese mismo día. 
Refiere el actor que hasta el momento de acudir al presente mecanismo constitucional de amparo no había sido posible obtener ningún tipo de respuesta referente a la entrega de la motocicleta, y mientras tanto, la misma se encuentra en los patios, sin que cuente con recursos económicos para pagar lo que cobran por su entrega, viéndose en la necesidad de incurrir en deudas por una cuestión de negligencia de la Fiscalía.      
LO QUE SOLICITA:
Con base en todo lo dicho, solicita el accionante que se amparen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se le haga entrega inmediata de la motocicleta de propiedad suya, asumiendo el ente acusador los valores causados por concepto de parqueadero, y que excedan los 10 días hábiles con que cuenta la Fiscalía para realizar la audiencia de entrega de vehículo. Así mismo, se oficie a la Dirección Seccional de Fiscalías para que no se vuelvan a conceder vacaciones a sus funcionarios, si con ello se obstaculiza el acceso a la administración de justicia de los ciudadanos. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 19 de enero del año avante, fecha en la cual se avocó su conocimiento, y se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Fiscalía 27 Seccional de la Virginia, Risaralda; además, se ordenó la vinculación oficiosa del Doctor Carlos Alberto Cardona Aristizábal, quien funge como apoderado judicial del accionante al interior del proceso penal cuestionado, así como a la Unidad de Reacción Inmediata URI de Pereira, la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira y la Subdirección Regional de Apoyo de la Fiscalía Seccional Pereira.  

RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS: 
SUBDIRECCIÓN REGIONAL DE APOYO –EJE CAFETERO- DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN: En lo que tiene que ver con los cuestionamientos realizados por el accionante acerca de esa Dependencia, expuso que la servidora Edna Castillo se encontraba designada para cumplir las funciones secretariales durante las vacaciones de la titular del cargo en la Subdirección de Apoyo, y que su única actuación fue la de absolver una pregunta formulada por el vigilante, relacionada con la recepción de la correspondencia oficial, en esa oportunidad se le indicó que la misma se debía entregar en la ventanilla única, oficina que se encarga del trámite de gestión documental. 
ABOGADO CARLOS ALBERTO CARDONA ARISTIZÁBAL: hizo un recuento fáctico de los hechos en el mismo sentido en que fueron narrados por el accionante, y como novedades refirió que desde el día en que los Fiscales regresaron de vacaciones estuvo llamando para averiguar el estado de su solicitud, sin que fuera posible que contestaran si quiera las llamadas. 

En vista de ello, el 15 de enero de 2018 se acercó nuevamente a la Dirección Seccional de Fiscalías, donde se ocuparon de llamar a la Fiscalía 27 Seccional de la Virginia, Risaralda, para obtener información al respecto, recibiendo respuesta por parte del Auxiliar del Despacho, quien indicó que apenas habían recibido esa solicitud. Tal información la puso en conocimiento del señor José Reinelio, quien molesto con la situación decidió promover la presente solicitud de amparo constitucional, después de que él se lo recomendara así. 
El 18 de enero del año que transcurre llamó a la Fiscalía Seccional para averiguar sobre el trámite que se le había dado a la petición de entrega del vehículo, a lo que le indicaron que en el transcurso de ese día se llevaría a cabo la respectiva audiencia. Además, en la comunicación telefónica sostenida en esa oportunidad con el auxiliar de Fiscal, se le sugirió al mismo que el titular de la oficina debía pagarle a su representado los días de parqueo en los patios durante el tiempo en que por su culpa se tardó la entrega del vehículo, a lo cual respondió dicho servidor que ellos no tenían nada que ver con ese asunto, al no ser ellos quienes administran esos patios. 
Finalmente, el 19 de enero de 2018 lo llamaron para que el señor Reinelio fuera por la orden de entrega del vehículo, guardando silencio frente a la solicitud del pago de los parqueaderos.     
Manifestó también que su representado carece de recursos económicos, a quien el pago del parqueo en los patios de su motocicleta le afecta su mínimo vital, y aunque se logró la entrega del rodante, la vulneración de sus derechos quedó consolidada, por lo tanto, es necesario que se le garantice una indemnización del daño emergente por los días extras que debió pagar por ese concepto. 

FISCALÍA 33 LOCAL –COORDINACIÓN URI-: Explicó que mediante la Resolución No. 0539 del 12 de diciembre de 2017, la Dirección Seccional de Fiscalías concedió vacaciones colectivas a la mayoría de funcionarios de la institución, exceptuando a los de URI, quienes están designados para atender los casos de capturas en flagrancia y por orden judicial. 
Además, se designaron a los Fiscales de la Seccional que se rigieron bajo el sistema de vacaciones individuales para atender las demás actuaciones que no fueran competencia de la URI, como las solicitudes de entrega de vehículos involucrados en accidentes de tránsito. 
Por lo tanto, no era esa Unidad la competente para realizar los trámites para la entrega de la motocicleta del accionante, sin embargo, aseguró que de cualquier manera el actor no acudió a esa Fiscalía, porque de haber sido así, se hubiera corrido traslado de su solicitud a la Dirección Seccional de Fiscalías para que se le asignara el trámite al funcionario respectivo. 
DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE RISARALDA: explicó que la Subdirección Regional de Apoyo a la Gestión, en cumplimiento a lo consagrado en el Decreto No. 021 de 2014, en el que se consagra que las vacaciones de la Fiscalía General de la Nación son colectivas, concedió mediante Resolución No. 0539 del 12 de diciembre de 2017 vacaciones, entre otros funcionarios, al Doctor César Augusto Franco García, Fiscal 27 Seccional de La Virginia, durante el período comprendido entre el 20 de diciembre de 2017 y 10 de enero de 2018. 
No obstante, para efectos de poder brindar una efectiva administración de justicia, se dispuso un listado de servidores que debían quedarse por necesidades del servicio, prestando sus servicios de manera continua, rigiéndose por el sistema de vacaciones individuales. 

Así las cosas, se dispuso que todos los actos urgentes debían ser tramitados durante ese lapso por quienes fungieran como Fiscales URI, o en su defecto por los Fiscales Seccionales que estuvieran rigiéndose bajo el sistema de vacaciones individuales. 
No obstante, en momento alguno se recibió informe o queja por parte del accionante respecto de su solicitud de entrega de la motocicleta. Contrariamente, el 22 de diciembre de 2017 se presentó ante las instalaciones de esa Dirección el abogado Octavio Buitrago, abogado de la Compañía de Seguros La Equidad, quien manifestó que como el Fiscal 27 Seccional de la Virginia se encontraba disfrutando de sus vacaciones, necesitaba que se le hiciera la entrega de una volqueta involucrada dentro de la misma investigación a la cual hizo referencia el accionante. 

Refiere que de manera inmediata se realizaron las gestiones del caso, asignándole la tramitación de ese asunto, en apoyo, a la Fiscalía 1º Seccional de Vida, como efectivamente ocurrió. 

Ahora, en lo relacionado con la entrega de la motocicleta de propiedad del accionante, según informó vía telefónica el Fiscal 27 Seccional de la Virginia, al indagarle sobre el asunto, indicó que la misma fue entregada el día 19 de enero del año que transcurre, por lo que considera que ha operado el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado, acorde con lo cual pidió que se declare improcedente la solicitud de amparo reclamada. 
FISCALÍA 27 SECCIONAL DE LA VIRGINIA: expuso que, en efecto, ese Despacho viene adelantando la investigación dentro del proceso al cual ha hecho referencia el accionante, mismo que se le asignó desde el 11 de diciembre de 2017, por hechos acaecidos el 6 de diciembre de esa misma anualidad. A pesar de ello, sólo hasta el día 20 de diciembre, es decir, transcurridos 14 días desde la ocurrencia del suceso, el apoderado del señor José Reinelio acudió a la Fiscalía para solicitar la entrega del vehículo, momento para el cual los Fiscales de la Virginia se encontraban disfrutando su período vacacional. 

Refirió que no es cierto que en la Fiscalía de la Virginia haya dejado de ser atendido, pues en el libro de registro de los usuarios obra una anotación de su ingreso a esas instalaciones, usuario que fue atendido por la servidora Luz Elena Marulanda López, quien le explicó que su petición debía ser entregada en la URI. 

También contó que la misma servidora atendió al abogado José Octavio Buitrago Salazar, a quien se le dieron las mismas indicaciones que al abogado anterior, y como quiera que el primero sí presentó correctamente su solicitud de entrega de la volqueta que por su parte le correspondía, se activaron las diligencias necesarias para la celebración de la correspondiente audiencia de entrega de vehículo. 

Dijo también el Fiscal que desconoce si el abogado del actor se acercó a la URI, pues sólo hay constancia de la entrega de la solicitud en la ventanilla única, por lo que, a criterio suyo, la petición no fue radicada de manera correcta. 

Así mismo, expuso que idéntica petición se radicó de forma directa en esa Fiscalía el 11 de enero de 2018, y fue recibida por él el día 15 de enero, fecha en la que se reintegró a sus labores, para posteriormente, solicitar el día 17 de enero la realización de la audiencia, misma que fue celebrada el 19 de enero del presente año, en la que se dispuso la entrega provisional del automotor.     
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a esta Colegiatura si con el actuar de alguna de las entidades involucradas en el presente asunto, ha sido desconocido algún derecho fundamental del accionante.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Caso concreto: 

De acuerdo a lo obrante en el expediente, se tiene que el principal interés del señor José Reinelio Rodríguez Ceballos al acudir a este mecanismo constitucional era que se ordenara al Despacho Fiscal competente resolver la solicitud de entrega de la motocicleta de propiedad suya que fue inmovilizada en el mes de diciembre del año anterior, al haber resultado involucrada en un accidente de tránsito, razón por la cual se encontraba a disposición del ente investigador para resolver lo pertinente, y frente a la cual se radicó la respectiva petición, sin que al momento de interposición de esta acción hubiera tenido respuesta positiva. 
Al respecto, se logró establecer durante el trámite de estas diligencias que la Fiscalía 27 Seccional de la Virginia resolvió de fondo su solicitud, y mediante audiencia llevada a cabo el día 17 de enero de 2018, ante un Juez de Control de Garantías, solicitó la entrega provisional del rodante / motocicleta, información que no sólo se desprende de lo dicho por el ente acusador, sino por quien representa judicialmente los intereses del señor José Reinelio Rodríguez Ceballos.  
Tal circunstancia deja entrever, sin necesidad de hacer un análisis más profundo, que la pretensión del accionante se ha visto satisfecha y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

No obstante, como anotación final, deberá decirse que frente a la solicitud de que se ordene a la Fiscalía el pago de los gastos de parqueadero que fueron asumidos por el aquí accionante en el momento de la entrega del rodante que se le había inmovilizado, no puede la Colegiatura acceder a dicha pretensión, dado que por  regla general no es la acción de tutela la herramienta para debatir asuntos de naturaleza económica, pues ello llevaría al traste su característica de subsidiariedad o residualidad, regla que sólo puede ser pasada por alto en aquellos eventos en que se logre demostrar que quien la promueve se pueda ver afectado con la ocurrencia de un perjuicio irremediable sin la oportuna intervención del juez constitucional, cosa que en este evento no se percibe, máxime cuando quedó claro que el automotor ya fue retirado de los patios, sin que pueda presumirse en esta ocasión, y sin elementos que así lo demuestren, que el señor José Reinelio sufrió con ello un detrimento económico que le haya afectado su mínimo vital y que haga necesaria una decisión en sede constitucional para omitir las posibilidades con que cuenta en la vía administrativa para buscar el resarcimiento económico al que dice tener derecho. 
Son suficientes los argumentos expuestos para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, de modo que se declarará la existencia de un hecho superado. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO en la presente acción de tutela instaurada por el señor JOSÉ REINELIO RODRÍGUEZ CEBALLOS en contra de la FISCALÍA 27 SECCIONAL DE LA VIRGINIA, RISARALDA, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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